El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
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Proceso: 

 Reivindicatorio
Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-002-2015-00382-01
Demandante: 

 CRUZALBA ZULUAGA ALZATE
Demandado:

MONICA MIYALETH TORRES ROMERO
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas:


REIVINDICATORIO DE DOMINIO / AUSENCIA DE PRUEBA IRREFUTABLE DE LA POSESIÓN ANTERIOR / SUMA DE POSESIONES RESULTA INSUFICIENTE PARA ACREDITAR EL TÉRMINO LEGAL PARA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA / HUBO PLENA IDENTIDAD DEL PREDIO A REIVINDICAR / CONFIRMA 
Del otro, que es distinto cuando en la sentencia se señala que los extremos temporales de esa relación material no se demostraron con suficiencia y que, cuando más, podría acudirse, como hito inicial, a la fecha en que se le entregó a la demandada el predio conocido como Lote No. 03, que adquirió de los señores José y Jairo Gómez, pues todo indica que le fue entregada también la franja que es de propiedad de la aquí demandante. Y que concluyera, igualmente, que la supuesta posesión que se dice ejercida por estos últimos sobre el predio de la reclamante se quedó sin sustento probatorio como para ser sumada a la de ella.
(…)
En todo caso, se torna innecesario enfatizar en estas pruebas por una elemental razón, que consiste en que la prescripción adquisitiva alegada por vía de excepción, además de requerir la prueba irrefutable de la posesión, parte del supuesto de que ella se ha ejercido por el tiempo que señala el artículo 2532 del C. Civil, modificado por el 6° de la Ley 791 de 2002, esto es, diez años. Y si ello es de tal claridad, aun si se le diera la razón al recurrente en el sentido de que a la posesión de la demandada debe sumarse la de los señores Gómez, caso de haberse demostrado, del contenido de la escritura pública 2866 citada emerge que ellos adquirieron su propiedad el 26 de octubre de 2007, y si fuera desde allí que se pudiera pensar que tomaron también la reclamada posesión sobre el inmueble de propiedad de la demandante, es fácil concluir que hasta el mes de agosto de 2015, cuando se promovió la demanda, notificada a la demandada dentro de los términos señalados en el artículo 94 del CGP, apenas habían corrido siete años y diez meses, aproximadamente, con lo que, de cualquier manera, su excepción estaba llamada al fracaso.
(…)

De manera que el supuesto fáctico sobre el que descansa la apelación en este segundo aparte, es diferente al que sirve de marco al presente proceso, en el que, para concluir, quedó establecido con suficiencia que el inmueble identificado con el número 290-80078 es de propiedad de la demandante; que ese bien es reivindicable; que hay plena identidad entre el que se pide en la demanda y el que se reivindica; y que la posesión la ha venido ejerciendo Mónica Milayeth Torres Romero, con lo cual, todos los requisitos de la acción concurren.
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HECHOS

1.
La señora CRUZALBA ZULUAGA ALZATE, es propietaria plena del bien inmueble identificado como LOTE LA MARGARITA Nº 3, constante de un área de 4 hectáreas + 2.124 metros cuadrados  localizado en el municipio de Pereira, al cual le corresponde el folio de matrícula inmobiliaria Nº 290-80078 de la oficina de registro de instrumentos  públicos de esta municipalidad, con ficha catastral Nº 00-09-0010-0035-000.

2.
Adquirió el bien por compra al señor GERNEY GÓMEZ ACOSTA, por medio de escritura pública Nº 0686 del 03 de abril de 2014 en la Notaría Sexta del Círculo de Pereira – Risaralda.

3.
Dicho bien para el año 2015 tenía un avalúo de $187.435.000 
4.
El señor Gerney Gómez Acosta, a su vez adquirió este bien por compra realizada a la sociedad PROMOTORA VILLEGAS RUIZ S.A, conforme a la escritura pública número 1555 del 30 de marzo de 2009 de la Notaria Quinta del Circulo de Pereira. 

5.
La señora CRUZALBA se encuentra privada de la posesión material del inmueble mencionado, que la tiene en la actualidad la señora MÓNICA MIYALETH TORRES ROMERO, persona que al entrar en posesión del Lote Nº 3, sector Vereda El Chaquiro, cruce de Combia, que compró a los señores JOSÉ JAIRO GÓMEZ ALZATE Y JAIRO GÓMEZ CALDERÓN, mediante escritura pública Nº 2219 del 19 de junio de 2013 en la Notaria Tercera del circulo de Pereira – Risaralda, inscrita en el folio matricula inmobiliaria Nº 290-141172 y con ficha catastral Nº 00-09-0010-0085-000, procedió a ocupar ilegalmente el bien propiedad de la accionante. 
6.
El bien inmueble adquirido por la señora Mónica, fue objeto de corrección de título respecto a los linderos y áreas por medio de la escritura pública 1547 del 09 d agosto de 2012, de la Notaria Sexta del Circulo de Pereira – Risaralda y se encuentra registrada el 15 de agosto de 2012, en el folio de matrícula ya mencionado en la anotación Nº 007, pero con el número de escritura incorrecto Nº  1457 del 09 de agosto de 2012 y no en la escritura pública Nº 1547 del 09 de agosto de 2012 de la Notaria Sexta del Circulo de Pereira – Risaralda, en la que los propietarios inscritos señores JOSÉ JAIRO GÓMEZ ALZATE Y JAIRO GÓMEZ CALDERÓN incrementan el área injustificada, con base en el certificado Nº 00328359 del IGAC, expedido el 09 de agosto de 2012, y de acuerdo  a Resolución Nº 66.001-0841-2012 de fecha 09 de agosto de 2012 del mismo Instituto y que pasa de 60.736 metros cuadrados a 108.896 metros cuadrados, pero se sabe que los certificados del IGAC no constituyen título de propiedad. 
7.
La anotación Nº  4 del folio de matrícula inmobiliaria Nº 290-141172, contiene el registro de la compraventa del bien inmueble que describo a continuación, mediante la escritura pública 2866 del 26 de octubre de 2007, de la Notaria Sexta del Circulo de Pereira – Risaralda en las que las señoras ZULMA LILIANA SÁNCHEZ BUITRAGO, MARTHA YANETH SUAREZ HERNÁNDEZ Y ZORAIDA UMAÑA GIL, transfieren a título de venta y por partes iguales  a los señores JOSÉ JAIRO GÓMEZ ALZATE y JAIRO GÓMEZ CALDERÓN, el derecho de dominio y posesión material sobre el siguiente bien inmueble: LOTE DE TERRENO Nº 3 Ubicado en la vereda El Chaquiro, cruce de Combia, con un área de 60.736 metros cuadrados.
8.
En la anotación Nº 5, contiene registro de hipoteca abierta sin límite de cuantía a favor de la señora LUCERO PULGARÍN CARDONA mediante la escritura pública 0431 del 21 de febrero de 2008 en igual Notaria, sobre el bien inmueble LOTE DE TERRENO Nº 3 Ubicado en la vereda El Chaquiro, cruce de Combia, con un área de 60.736 metros cuadrados, y sus linderos se encuentran en el título de adquisición, la escritura pública Nº 2866  del 26 de octubre de 2007 
9.
Según Carta Catastral Rural, expedida por el IGAC el 13 de febrero de 2015, el área del lote cuya matrícula inmobiliaria es 290-80078 y ficha catastral Nº 00-09-0010-0035-000 es de cuatro hectáreas + 2124 metros cuadrados, es decir,  42.124 metros cuadrados, área que se encuentra dentro del lote identificado con el folio de matrícula inmobiliaria Nº 290-141172, al no ser posible que ésta área desaparezca sin justificación y se incremente la del predio de matrícula inmobiliaria Nº 290-141172, igualmente en detrimento del predio matricula inmobiliaria 290-80078 

10.
Teniendo en cuenta los Certificados del Plano Predial Catastral, expedidos por el IGAC de fecha de 17 de febrero de 2015, se evidencia que el predio con matrícula inmobiliaria Nº 290-141172 y ficha catastral Nº 00-09-0010-0085-000, se encuentra contiguo al lote cuya matrícula inmobiliaria es 290-80078 y ficha catastral Nº 00-09-0010-0035-000. 

11.
La señora Mónica es la actual poseedora material que la accionante pretende reivindicar y afirma que dicha poseedora es de mala fe para lo que tiene que ver con los efectos de las prestaciones que haya lugar. 
PRETENSIONES 

PRIMERA: Se ordene a la señora MÓNICA MILAYETH TORRES ROMERO, restituir a la señora  CRUZALBA ZULUAGA ALZATE, dentro de los 5 días siguientes a la ejecutoria de la sentencia el siguiente bien inmueble EL LOTE LA MARGARITA Nº 3, constante de un área de 4 hectáreas + 2-124 metros cuadrados, localizado en el municipio de Pereira, departamento de Risaralda y comprendido dentro de los siguientes linderos: Lote que hacia parte de otro de mayor extensión denominado LOTE NUMERO 1, LA MARGARITA Nº 2 situado en la vereda El Chaquiro, jurisdicción del municipio de Pereira, departamento de Risaralda; y según certificado de tradición – VEREDA: COMBIA. Dirección del inmueble 1) LA MARGARITA Nº 3; determinado dentro de los siguientes linderos, según el título de adquisición: siguiendo por la quebrada Combia aguas abajo, en una longitud aproximada de 360 metros hasta encontrar un mojón Nº 5  y de este siguiendo un Az de 92 grados y en una longitud aproximada de 105 metros, hasta encontrar un mojón Nº 7, y siguiendo un Az de 92 grados y en una longitud aproximada de 102 metros, hasta encontrar el mojón Nº 8 de éste y siguiendo un Az de 20 grados y en una longitud aproximada de 30 metros, hasta encontrar el mojón Nº 9, de éste y siguiendo un Az de 50 grados y en una longitud aproximada de 18 metros, hasta encontrar el mojón Nº 10 de éste y siguiendo un Az de 114 grados y en una longitud aproximada de 50 metros, hasta encontrar el mojón Nº 11, de éste y siguiendo un Az de 90 grados y en una longitud aproximada de 1270 metros, hasta encontrar el mojón Nº 12, situado a la orilla de carreteable, que conduce a la Vereda Santander, a este inmueble le corresponde folio de matrícula inmobiliaria Nº 290-80078 de la oficina de registro de instrumentos públicos de Pereira, el cual se encuentra vigente y la ficha catastral Nº 00-09-0010-0035-000 
SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración se condene a la demandada a restituir, una vez ejecutoriada la sentencia, a favor del demandante del inmueble 

TERCERA: Que la demandante no está obligada a indemnizar las expensas necesarias referidas n el Artículo 965 del Código Civil, por ser la demandada poseedora de mala fe.

CUARTA: Que se ordene la cancelación de cualquier gravamen que pese sobre el inmueble objeto de la reivindicación 

QUINTA: Que esta sentencia, se inscriba en el folio de la Matrícula Inmobiliaria Nº 290-80078 de la Oficina de registro de instrumentos públicos de Pereira. 

SEXTA: Que se ordene al IGAC, deje sin efecto la Resolución Nº 66-001-0841-2012 de fecha del 09 de agosto de 2012, que incrementa en forma injustificada el área del predio con matricula inmobiliaria Nº 290-141172 de la Oficina de registro de instrumentos públicos de Pereira, por cuanto ahí se incluye el área del predio de la accionante con matricula inmobiliaria Nº 290-80078 de la Oficina de registro de instrumentos públicos de Pereira

SÉPTIMA: Que se condene a la demandada en costas del proceso. 

RESPUESTA Y EXCEPCIONES

El apoderado de la parte demandada se opone a todas las pretensiones y propone las siguientes excepciones: 

PRESCRIPCIÓN: Alega en su favor la señora Mónica, el fenómeno prescriptivo, ya que ella suma el tiempo que se encuentra en el inmueble, al de los vendedores los señores Gómez y en este orden de ideas, teniendo en cuenta el transcurso del tiempo, se propone la prescripción adquisitiva de dominio por parte de la señora Mónica, sobre el área de terreno reclamada por la parte actora.

BUENA FE: la señora Mónica considera que ha actuado en convicción de que el derecho la ampara, por cuanto, en la virtud de la compra hecha, fue puesta en la posesión material de la totalidad del terreno, tanto el metraje inicial, como el metraje adicionado por la resolución del IGAC 

Igualmente con posterioridad a la venta, ninguna persona apareció a reclamarle derecho alguno, ella procedió a erogar todas las expensas del lote sin compartir gastos 

PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN Nº 6600018412012 DEL 09 DE AGOSTO DEL 2012 EMANADA DEL IGAC: El procedimiento fue legal y se obtuvo mediante la aplicación del debido proceso a la actuación administrativa, citando a las personas que se creyeran con derecho a intervenir en dicha actuación lo que dio lugar a dicha resolución sin que ninguno de los demandantes se opusiera, de tal manera tal acto administrativo goza de presunción de legalidad y por ende la demanda debe tramitarse por la jurisdicción contenciosa y no por la ordinaria.

DERECHO DE RETENCIÓN: Para probar el pago de las expensas por parte de la señora Mónica se solicita un dictamen pericial tendiente a establecer las expensas necesarias en que ha incurrido la demandante por virtud de la conservación del inmueble. 
SENTENCIA:

Se encuentra probado que la demandante es propietaria del bien distinguido por la matricula inmobiliaria Nº 290-80078, está demostrado también que la señora Mónica Milayeth Torres Romero, es poseedora actual del inmueble en pendencia, si bien este hecho no lo acepta en la contestación de la demanda lo acepta al alegarse la misma prescripción adquisitiva, por vía de excepción. Sin embargo no están acreditados los extremos temporales, ni su ejercicio público, pacífico y continúo  de modo que si bien los testimonios del señor Julio cesar Villegas y María Fanny Mazuera declararon haber visitado el predio, pero en forma esporádica, apenas en forma accidental, el primero para conocerlo y la segunda de paseo, la razón de su ciencia no permite inferir siquiera la nota de continuidad y no interrupción, bajo esas condiciones la supuesta posesión ejercida por los señores Gómez no puede sumarse a la alegada por la demandada. 
En cuanto al dictamen del perito resalta que el bien en pendencia es el de la demandante, no el de la demandada, pues son independientes al punto de tener cedula catastral y matrícula inmobiliaria cada uno ellos ambas activas, no se trata entonces de una mayor extensión y un fragmento o porción de la misma, sino de dos predios distintos ninguno de los cuales comprende al otro, ahora bien la aceptación de la posesión por parte de la demandada en lo que respecta a frutos, mejoras y expensas, se infiere que estás actuaciones se adelantaron pero se desconoce por parte de quién y el precio, no se demostró el pago de insumo, de herramienta o de jornal por alguno de esos conceptos.
FALLA 

PRIMERO: Declarar que el dominio pleno y absoluto del inmueble en pendencia es de la demandante.
SEGUNDO: Declarar no probadas las excepciones de mérito de Prescripción adquisitiva, Buena fe y Presunción de legalidad. 

TERCERO: Condenar a la demandada a restituir el inmueble objeto de este proceso en un término de 15 días.
CUARTO: No reconocer suma alguna por concepto de  frutos, mejoras y expensas.
QUINTO: No acceder a la pretensión tendiente a que se ordene al IGAC  a dejar sin efecto la Resolución Nº 66-001-0841-2012 

SEXTO: Levantar las medidas de inscripción de la demanda decretadas en este asunto 

SÉPTIMO: Condenar en costas a la parte demandada a favor de la demandante.

REPAROS: Transcritos de manera literal 
Comedidamente me permito disentir de la providencia en cuestión; los temas son dos, el primer tema tiene que ver metodológicamente el juez lo asumió como la posesión, considero que la posesión material está absolutamente acreditada, y el hecho de que el señor Julio Pineda, haya dicho que sabe hasta que entrego, pues naturalmente la acción está partiendo del presupuesto de que la señora Mónica Milayeth es poseedora sino lo fuera pues realmente esta acción no tendría sentido, entonces en mi sentir se incurre en un defecto técnico, es decir,  no se suma la posesión de los hermanos Gómez a la posesión de la señora Mónica Milayeth, lo cual es natural sumarla por cuanto de no hacerlo así se estaría vulnerando la institución de la reivindicación, que naturalmente trae como poseedor al demandado, entonces en ese orden de ideas y el tema en cuanto a la posesión mi disentimiento naturalmente  es que la suma de posesiones se da por mera lógica jurídica, no puede decirse que a partir de que compró la señora Mónica Milayeth no poseyó, porque entonces si no poseyó no puede prosperar la pretensión reivindicatoria, ese es mi disentimiento en cuanto a la posesión 

En cuanto a lo que tiene que ver con los presupuestos de la acción reivindicatoria considero que el dictamen del perito no logra despejar las dudas en cuanto a los bienes, naturalmente el bien de mayor extensión no quedó acreditado probatoriamente en el expediente, es decir, si bien es cierto, aparece en alguna escritura, también es cierto que no aparece dentro de la inspección judicial, ni dentro de un trabajo de campo que se haya hecho, como un levantamiento topográfico donde se podría dar certeza de cuál es su medida y que en verdad incluía al otro, trabajo que hoy y en este caso brilla por su ausencia, entonces en ese orden de ideas sino se identificó plenamente el bien de mayor extensión, menos podemos decir que se identificó plenamente el bien a reivindicar, la verdad es que en mi sentir estas dos pruebas brillan por su ausencia, nada distinto de la literatura de la demanda se probó en este expediente, y es que en la inspección judicial no aparece, ni la cancha, ni la cancha de quién es, es decir qué se va a reivindicar, cuál es la parte, por consiguiente esos dos temas serian mi disentimiento con la providencia emanada por el despacho, es decir lo que tiene que ver con los requisitos de las sumas de las posesiones y lo que tiene que ver con los requisitos de la acción reivindicatoria, en ese orden de ideas enfocaría mi apelación para ante el Superior. 
SUSTENTACIÓN

El primer cargo, se echó de ver ante el Juzgado que la decisión tomada tiene extremos incompatibles en la naturaleza del fallo, es decir, el primer cargo tiene que ver con un defecto de técnica jurídica, que consiste en otorgar al mismo evento una consecuencia jurídica antinómica, veamos, para efectos de la reivindicación a mi mandante se le declaró presunto poseedor, digo presunto porque tampoco lo aceptó, pero tengo que abordar el tema en punto a determinar que la técnica no fue la más correcta que se utilizó, para reconocimiento de mejoras el criterio del Juzgado se va lanza en ristre contra la parte inicial de la providencia, es decir, el fallo cursa un contrasentido en su redacción y en los términos, puesto que para el evento de la reivindicación si es poseedor, y para el evento del reconocimiento de mejoras no lo es, si el fallo no fuese ni antinómico, ni inarmónico y tal vez congruente, en el evento de que esa calidad que otorgó en principio hubiera servido para despachar todos los pedimentos de la demanda, sin embargo, pues en un evento sirvió y en el otro no sirvió, entonces en esta parte no se entiende como fue tejido el fallo; o sea si los argumentos son evanescentes , si otorgan determinada condición jurídica que aparece y después para otros efectos esa determinada condición jurídica desaparece, entonces me parece que el fallo es muy importante para ser demasiado casuístico y ambivalente en el sentido de que abordó un problema jurídico desde dos ópticas diferentes en el mismo fallo, entonces ese es el primer cargo que desarrollamos en la apelación. 

El segundo cargo, pues tenemos que en la hora de la verdad, la parte actora no se preocupó en lo más mínimo en acreditar los presupuestos de hecho de su demanda, verbigracia de la inspección judicial y del dictamen pericial rendido por el perito Benjamín, no se establece en realidad el predio objeto de la reivindicación, no se logró identificar, definir el inmueble, este tema corresponde  a un asunto de neurálgica trascendencia que obliga a revisión aun de oficio por parte de esta colegiatura, corresponde al desenlace del recurso y es preciso advertir de forma anticipada que tal como se conoce, los elementos axiológicos para la prosperidad de una reclamación de esta envergadura está enmarcada entre otras en la identidad entre el bien mueble o inmueble reclamado por quien acciona y el detentado por el convocado al juicio y la posesión material ejercida por el demandado sobre la cosa corporal; en este proceso en particular, está claro que desde la promoción misma de la demanda al momento de fijarse el litigio y durante la etapa probatoria todo convino en determinar si una fracción que ocupa la demandada, está en el terreno de propiedad de la demandante, motivo por el cual todo giró en torno a esa cuestión hecho que se pasó por alto en la sentencia del Juzgado en la que únicamente se expresó que denegó que no hubo reclamo alguno dejándose de lado como se indica que el recaudo probatorio se enfocó en tratar de determinar la extensión y linderos de cada uno de los predios colindantes porque no existe, ni se demostró de todo lo que se extrae en el curso procesal, la plena identificación del terreno que se pretenda reivindicar siendo ello de puntual importancia para poder analizar de fondo la reivindicación del caso y de esto lo que se desprende iniciando con lo narrado en la demanda, es que de manera principal lo que debía intentarse era otra clase de actuación judicial como la de deslinde y amojonamiento  por ejemplo, porque la presentada según en el marco que ha rodeado esta causa escribieron la demanda hasta el inmueble de propiedad de mi poderdante, esta irregularidad se anuncia de manera protuberante y deja sin fuerza jurídica viable los propuesto de la acción reivindicatoria, porque todo lo que se desprende es que por lo menos se pretendía otra acción, entonces aun de oficio el Tribunal pueda adentrarse en el estudio de la viabilidad de confirmación, revocación o modificación de la sentencia de primer grado, sobre lo que sea motivo de disenso probatorio, no sin antes averiguar las exigencias mínimas que se relacionan con los presupuestos procesales y la legalidad del derecho pretendido, como con observancia de las causales requeridas para viabilizar un reclamo como el presente, que se cumplan en su totalidad, aquí como hacemos notar no hay cumplimiento mínimo de la exigencia de identidad, ni siquiera en la diligencia de inspección judicial pudo aclararse lo que se pretendía acerca de la alinderación del caso, ya que en ella solo se procedió a hacer una transcripción literal de los linderos que reposan en la escritura de compraventa, además que se indicó que se debía hacer una aclaración de escrituras o englobe, porque el predio de la demandante fue desgajado de otro que no era precisamente en el que nos encontrábamos, lo que afianza más el desatino total para la demostración de los requisitos que se indican, la identidad y peor aún a esta altura no se sabe siquiera cuál es el supuesto, predio, terreno o fracción que se debe reivindicar, ¿cómo entonces, me pregunto yo podrá hacerse alguna entrega? Lo casó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justica en disputa similar al presente y sobre lo expuesto aquí, así las cosas el Tribunal  erró al tener como demostrados los elementos de reivindicación como lo enuncia la impugnante, los medios materiales de prueba acusados de tergiversados, distorsionados o indebidamente valorados, no permiten establecer certeramente la identidad del inmueble pretendido en reivindicación, ni su pertenencia al lote propiedad de los demandantes, si bien en la inspección judicial y en la experticia se indicó la colindancia parcial del predio reclamado por los actores, esa sola circunstancia no demuestra el referido requisito, no solo porque según consta en sus implementos de juicio, la misma tuvo como parámetro el plano aportado sin haberse cotejado los linderos y especificaciones del terreno de mayor extensión  indicados en los títulos de dominio, con los real y físicamente detentados, ni se estableció la inclusión en él del poseído por la convocada, por tanto ningún beneficio reportaría acreditar la coincidencia entre lo pedido por los actores del juicio con lo poseído de la demandada sino se demuestra la identidad entre el bien al cual pertenece esa fracción y el mencionado en el título de dominio mencionado como sustento de la pretensión; son sintomáticas de la ausencia de requisito reclamado en heterogeneidad  de las áreas aducidas indistintamente por los actores en las diferentes piezas procesales que aumentan la duda con las vulgares segregaciones parciales inexplicadas, esta sentencia es de enero de 2017 radicación es SC 211-2017 Magistrado ponente Luis Armando Tolosa Villabona, en este orden de ideas, no está demostrada esa identidad jurídica que pregonamos, es más tampoco se puede apreciar de los testimonios vertidos no existe la certeza alguna de que la demandada sea la poseedora de un supuesto predio a la demandante, pues se repite ni siquiera se sabe a ciencia cierta cuál es la franja o predio objeto de reivindicación con lo que se incumple por demás otro de los requisitos necesarios para esta causa, posesión en cabeza de la demandada, por lo anterior se solicita que se revoque la sentencia objeto de apelación y se condene en costas en ambas instancias a la parte demandante. 

CONSIDERACIONES

1. 
Cumple señalar que la decisión se adoptará de fondo, en vista de que concurren todos los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad alguna.
2.

Incumbe resolver en esta sede si se avala la sentencia de primer grado que dio vía libre a la acción reivindicatoria propuesta por Cruzalba Zuluaga Alzate frente a Mónica Milayeth Torres Romero, o si, debe revocarse como pretende la recurrente. 

3.
Brevemente se recuerda que la acción de dominio tiene sustento legal en el artículo 952 del C. Civil, en virtud de cuya disección son cuatro sus elementos axiológicos: (i) el derecho de dominio en cabeza del demandante; (ii) la posesión en cabeza del demandado; (iii) que la demanda recaiga sobre una cosa singular reivindicable o sobre una cuota determinada de una cosa singular; y, (iv) que haya identidad entre el bien del que el demandante es propietario y el que el demandado posee. 
Así quedó sentado, después de un repaso histórico de sus propias decisiones, que constituyen doctrina probable al decir de la misma Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia que el recurrente trae como referente para sustentar sus réplicas, esto es, la sentencia SC211-2017, Magistrado ponente Luis Armando Tolosa Villabona, sobre la que se aludirá más adelante.  

Todos ellos, para la funcionaria de primer grado fueron acreditados y, en consecuencia, accedió a la pretensión reivindicatoria, en tanto que declaró no probadas las excepciones propuestas, negó el reconocimiento de frutos, mejoras y expensas y la petición tendiente a dejar sin efecto una resolución del IGAC. 
4.
Igualmente, para lo que adelante se analizará, es preciso resaltar que esta Sala ha venido sosteniendo, y recientemente lo hizo en providencia del 3 del corriente mes, dentro del proceso con radicado 66001-31-03-002-2011-00193-01, cómo se ha acentuado que la competencia del superior en segunda instancia está ceñida a los argumentos del apelante, a menos que deba adoptar decisiones de oficio en los casos previstos en la ley, y este no es uno de ellos, que es lo que se denomina la pretensión impugnaticia, sobre la base de que el funcionario de segundo grado está llamado a resolver la alzada con sujeción concreta a los fundamentos que sirvieron para la sustentación del recurso. Como criterio auxiliar, recientemente señaló la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, en la providencia STC9587-2017, del 5 de julio de ese año, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, que: 

cabe acotar, que el legislador introdujo una modificación significativa, aunque para un sector de la doctrina muy restrictiva e indeseada
, respecto del alcance del recurso de apelación, al consagrar el régimen denominado “pretensión impugnaticia”, el cual, como pasa de verse, consiste en que el recurrente deberá indicar, al momento de interponer el aludido medio de impugnación, cuáles son los motivos “concretos” por los cuales lo formula, los mismos que sirven de marco de referencia al superior para revisar la decisión del inferior, es decir, que con ellos se fijan los límites de su competencia, contornos que solo podrá sobrepasar cuando «ambas partes hayan apelado toda la sentencia o la que no apeló hubiere adherido al recurso» (Inc. 3º, Art. 328 C.G.P.), hipótesis que no ha acaecido en el sub judice.     
3.
Esto se trae a cuento, porque los reparos concretos formulados por la parte demandada fueron dos, que se sintetizan así: 

Primero, que la posesión material de la demandada fue acreditada y a ella debe sumarse la de los hermanos Gómez; de lo contrario, se estaría vulnerando la institución de la reivindicación, que parte del supuesto de esa calidad en el demandado; tal suma, dice, “se da por mera lógica jurídica”, y “no puede decirse que a partir de que compró la señora Mónica Milayeth no poseyó, porque entonces si no poseyó no puede prosperar la pretensión reivindicatoria”.

Luego, al sustentar la alzada, precisó sobre el punto que el juzgado fue contradictorio, porque al paso que declaró presunta poseedora a la demandada para efectos de la reivindicación, le negó tal calidad para el reconocimiento de las mejoras. 
Y segundo, que el dictamen del perito no logró despejar las dudas en cuanto a los bienes, concretamente, el de mayor extensión que se quedó sin ser acreditado. Y si ello es así, afirma, tampoco pudo identificarse el predio a reivindicar. Concretamente aduce que nada distinto de lo dicho en la demanda se logró probar y en la inspección judicial ni siquiera se menciona la cancha de fútbol, ni a quién pertenece ella. 
Ya en la sustentación señaló que ni con la inspección judicial, ni con el dictamen pericial, se logró establecer cuál era el predio objeto de reivindicación, asunto de trascendencia, pues los elementos axiológicos para la prosperidad de una reclamación de esta envergadura están enmarcados, entre otros, en la identidad entre el bien reclamado por quien acciona y el detentado por el convocado al juicio, así como la posesión material ejercida por el demandado sobre la cosa corporal. Y en este proceso, insiste en ello, desde la promoción de la demanda, al momento de fijarse el litigio y durante la etapa probatoria, se procuró determinar si una fracción que ocupa la demandada está en el terreno de propiedad de la demandante, pero esa cuestión se pasó por alto en la sentencia del Juzgado, ya que faltó la plena identificación del inmueble a reivindicar, lo que indica que la acción a seguir era diferente, como un deslinde y amojonamiento, por ejemplo. 

Agregó que en la diligencia de inspección solo se hizo una transcripción literal de los linderos que reposan en la escritura de compraventa, además de que “se indicó que se debía hacer una aclaración de escrituras o englobe, porque el predio de la demandante fue desgajado de otro que no era precisamente en el que nos encontrábamos, lo que afianza más el desatino total para la demostración de los requisitos que se indican”; es más, recalca, a esta altura se desconoce cuál es el supuesto predio, terreno o fracción que se debe restituir. Y trajo a colación la providencia de la Sala de Casación Civil de la Corte que antes se refirió. 
4.
Sea lo primero decir que en la primera acusación contra el fallo, el impugnante desconoció lo preceptuado por el artículo 327 del CGP, que complementa aquella restricción que tiene el superior para referirse a aspectos que no fueron motivo de disenso. En efecto, la norma señala que la alegación en la audiencia de segunda instancia debe sujetarse a desarrollar los argumentos expuestos ante el juez de primer grado; y es claro que dentro de los reparos concretos que se hicieron en esa sede, nada se dijo sobre las expensas y mejoras negadas, en cambio sí se sacan a relucir ahora argumentos que, por ser ajenos a aquellos reparos, deben quedar al margen de la decisión de la Sala, como aquel que señala que el funcionario tuvo como poseedora a la demandada para efectos de la reivindicación, pero negó esa calidad para el resarcimiento de tales mejoras. A pesar de esta restricción, conviene decir que fue una razón diversa la que condujo al despacho a negar ese reconocimiento, si bien no halló prueba, y eso es cierto, tendiente a establecer quién pudo haberse ocupado del mantenimiento del área en litigio, o si la demandada realizó alguna erogación por ese concepto, o si se hizo cargo de las pasturas, alambrados y postes, fumigaciones, abonos, entre otros, o abonó algún valor por esos conceptos. Esa fue la razón y ninguna otra. 
5. Ahora sí, para abordar el primer reproche que se plantea por la recurrente, baste señalar lo equivocado de su apreciación, por partida doble. 

De un lado, cree ver en el fallo que el Juzgado desconoció la calidad de poseedora de la demandada, cuando ello no es así; por el contrario, se dijo expresamente que “Está demostrado que la demandada Mónica Milayeth Torres Romero, es poseedora actual del inmueble en pendencia. Si bien no se acepta ese hecho en la contestación de la demanda, al alegarse en la misma la prescripción adquisitiva, por vía de excepción, implícitamente se está atribuyendo la aludida calidad, susceptible, además, de probarse por confesión”. Entonces sí halló acreditado ese elemento, lo que era apenas obvio, porque, incluso contrariando lo dicho por el funcionario, es evidente que al responder el hecho décimo cuarto de la demanda, se aceptó lo que allí fue afirmado en el sentido de que la señora Torres Romero es la actual poseedora del predio que se quiere reivindicar. 
Del otro, que es distinto cuando en la sentencia se señala que los extremos temporales de esa relación material no se demostraron con suficiencia y que, cuando más, podría acudirse, como hito inicial, a la fecha en que se le entregó a la demandada el predio conocido como Lote No. 03, que adquirió de los señores José y Jairo Gómez, pues todo indica que le fue entregada también la franja que es de propiedad de la aquí demandante. Y que concluyera, igualmente, que la supuesta posesión que se dice ejercida por estos últimos sobre el predio de la reclamante se quedó sin sustento probatorio como para ser sumada a la de ella. 
Y es que, valga acotarlo, la posesión, a términos del artículo 762 del C.C., es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.  Esta definición involucra dos elementos indispensables en la relación de hecho de que se trata: (i) el corpus, es decir, la tenencia material del bien; y (ii) el ánimus, esto es, la convicción de ser dueño de la cosa pero con trascendencia social; dicho de otro modo, el elemento moral de la posesión exige que el tenedor de una cosa determinada se considere dueño de ella y que realice tales actos sobre la misma que exterioricen que lo es.
A decir verdad, es escaso el material probatorio con el que se cuenta para arribar a la conclusión de que los señores José Jairo Gómez Alzate y Jairo Gómez Calderón fueron tenedores, con ánimo de señores y dueños, del lote determinado como La Margarita No. 3, matriculado al número 290-80078, de propiedad de la demandante, según consta en la escritura pública No. 1555 del 30 de marzo de 2009 (f. 12, c. 1). 
Lo que en realidad se logró establecer, es que ellos compraron, mediante la escritura 2866 del 26 de octubre de 2007 (f. 44, c. 1), el predio denominado “Lote de Terreno No. 3”, con matrícula 290-141172, cuya área fue corregida con la escritura pública No. 1547 del 9 de agosto de 2012 (f. 31, c. 1), y luego lo vendieron a la demandada, como consta en la escritura pública 2219 de junio 19 de 2013 (f. 26, c.1). Pero que fueran propietarios de ese lote, no los convierte, por esa sola circunstancia, en poseedores del otro predio que, como señaló el perito, es contiguo; para que se les tuviera por tales, se requerían actos de aquellos que solo al dueño le son permitidos y la prueba de estos brilla por su ausencia. 

Sobre ese particular, apenas sí se cuenta con los dichos de Julio César Pineda, quien dijo haber administrado la finca de propiedad de los señores Gómez entre los años 2007 y 2013, y entendió siempre que la extensión de la misma copaba hasta la quebrada, esto es, abarcando el lote La Margarita No. 3, pero no señaló en concreto actos de posesión sobre este último; tampoco lo hizo Jorge Andrés Zapata Pineda, otro de los deponentes, sobrino del anterior, que afirmó que desde el año 2007 visitaron la finca aludida y nunca vio a nadie diferente allí, mas tampoco atinó a señalar que actividades desplegaban ellos sobre el lote que limita con la quebrada. 

En todo caso, se torna innecesario enfatizar en estas pruebas por una elemental razón, que consiste en que la prescripción adquisitiva alegada por vía de excepción, además de requerir la prueba irrefutable de la posesión, parte del supuesto de que ella se ha ejercido por el tiempo que señala el artículo 2532 del C. Civil, modificado por el 6° de la Ley 791 de 2002, esto es, diez años. Y si ello es de tal claridad, aun si se le diera la razón al recurrente en el sentido de que a la posesión de la demandada debe sumarse la de los señores Gómez, caso de haberse demostrado, del contenido de la escritura pública 2866 citada emerge que ellos adquirieron su propiedad el 26 de octubre de 2007, y si fuera desde allí que se pudiera pensar que tomaron también la reclamada posesión sobre el inmueble de propiedad de la demandante, es fácil concluir que hasta el mes de agosto de 2015, cuando se promovió la demanda, notificada a la demandada dentro de los términos señalados en el artículo 94 del CGP, apenas habían corrido siete años y diez meses, aproximadamente, con lo que, de cualquier manera, su excepción estaba llamada al fracaso. 

6.
El segundo embate contra el fallo se hace derivar del hecho de que, para el recurrente, no se logró establecer a plenitud la identidad del inmueble cuya reivindicación se pretende, en la medida en que, afirma, a lo largo del proceso se quiso establecer si una fracción que ocupa la demandada está en el terreno de propiedad de la demandante, pero esa cuestión se pasó por alto en la sentencia del Juzgado, ya que faltó la plena identificación del predio, lo que indica que la acción a seguir era diferente, como un deslinde y amojonamiento, por ejemplo. Y se apoyó en la sentencia SC211-2017, ya referida.

A juicio de la Sala, también en este sentido anda desenfocado el recurso. Al leer detenidamente la aludida providencia, salta a la vista que el asunto de allí es diverso, por cuanto, como bien lo dijo la alta Corporación en uno de los apartes del fallo, el libelo introductorio fue claro en señalar que el predio reclamado hacía parte de otro de mayor extensión, y concluyó que ni este, ni el de menor extensión fueron debidamente identificados. 
Sucede, sin embargo, que ese no es el caso de este proceso. Bien lo dijo el Juzgado en sus consideraciones, con apoyo, además, en cada una de las escrituras ya señaladas y en el dictamen rendido por el perito, que uno es el predio denominado Lote La Margarita No. 3, matriculado bajo el número 290-80078, según el certificado que obra a folios 2 a 4 del cuaderno principal, cuya ficha catastral es la número 000900100035000, y otro, bien diferenciado, el denominado Lote N° 3, de matrícula 290-141172, de acuerdo con el certificado de folios 24 a 26 del mismo cuaderno, ficha catastral 00090100085000. 

Concluyó el auxiliar de la justicia (f. 156, c. 1) que cada uno de ellos conserva sus dimensiones, de acuerdo con las escrituras 7221 de diciembre de 1990, que fue aquella en la que se desenglobó el Lote La Margarita No 3, constante de 4 hectáreas más 2124 metros cuadrados, hoy de propiedad de la demandante, y 2219 de junio de 2013, que es la que le sirve de título a la demandada. 

De manera que el supuesto fáctico sobre el que descansa la apelación en este segundo aparte, es diferente al que sirve de marco al presente proceso, en el que, para concluir, quedó establecido con suficiencia que el inmueble identificado con el número 290-80078 es de propiedad de la demandante; que ese bien es reivindicable; que hay plena identidad entre el que se pide en la demanda y el que se reivindica; y que la posesión la ha venido ejerciendo Mónica Milayeth Torres Romero, con lo cual, todos los requisitos de la acción concurren. 

Que la demandada pensara que el lote de la demandante hacía parte de lo que estaba comprando; o que los señores Gómez hubiesen realizado gestiones para variar el área del predio que compraron, no puede comprometer el derecho de dominio de la demandante, que lo ha hecho valer a tiempo. Otra será la gestión que deba realizar la demandada, para aclarar la situación del inmueble que adquirió que, bueno es señalarlo, según la escritura pública 2219 (f. 26, c. 1), tiene como linderos por varios de sus costados el predio denominado La Margarita 3, que es, precisamente, el que pertenece a la demandante y ahora se disputa, y el área que se mencionó es de 60.736 metros cuadrados. Y nótese que este instrumento es posterior a la aclaración que se hizo con la escritura 1547 de agosto 9 de 2012, acerca de que el área del predio era de 10 hectáreas y 8.896 metros cuadrados. 

7.
Suficiente lo dicho, para despachar desfavorablemente la alzada y proceder a la confirmación del fallo confutado. 

Las costas en esta sede serán a cargo de la recurrente y a favor de la demandante. Se liquidarán en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del C.G.P. Para el efecto, se fijarán, en auto separado, las agencias en derecho. 

DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 12 de julio de 2017, por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal iniciado por Cruzalba Zuluaga Alzate contra Mónica Milayeth Torres Romero. 

Costas en segunda instancia a cargo de la recurrente y a favor de la demandante. Se liquidarán en primera instancia, siguiendo las reglas del artículo 366 del CGP. 

Decisión notificada en estrados. 

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Ver en este sentido, López Blanco, Hernán Fabio, Código General del Proceso - Parte General, Dupre Editores. Bogotá D.C. 2016, Págs. 822 y 823. 





